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PRESIDE: — Señor Representante Felipe Michelini. 


MIEMBROS: Señores Representantes Jorge Barrera, Gustavo Borsari Brenna, Alejo Fernández Chaves, 
Luis Alberto Lacalle Pou, Margarita Percovich, Diana Saravia Olmos, José Luis Veiga y 
Jorge Zás Fernández. 


INVITADOS: Señores y señoras Eugenia Puglia, Mariana Rivas, Zulma Arenas y Margarita Valarín del 
Centro de Voluntariado del Uruguay; Manuel Lamas de la Asociación Cristiana de Jóvenes - 
Instituto de Desarrollo Humano-; Analía Bettoni del Instituto de Comunicación y Desarrollo 
(ICD);, Selso Lima, de Nueva Vida -Asociación Social del barrio Borro- Movimiento 
Focolar; María José Rey, de Una Casa Un Sueño; María Sara Corbelle, de Asociación 
Cristiana de Dirigentes de Empresa (ACDE); María Elena Martínez y Omar Sellanes, de 
Asociación de Organizaciones no Gubernamentales (ANONGs); Sebastián Rodríguez, del 
Movimiento Scout del Uruguay; y Álvaro Ortega Santos, de UNESCO. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración va a tratar el tema Asociaciones Civiles sin fines de lucro y voluntariado, para lo cual 
tiene el agrado de recibir a representantes del Centro de Voluntariado del Uruguay, de la Asociación 
Cristiana de Jóvenes, Instituto de Desarrollo Humano, del Instituto de Comunicación y Desarrollo, del 
Movimiento Scout del Uruguay, de Nueva Vida-Acción Social Barrio Borro-Movimiento Focolar, de 
Kolping, del Observatorio del Sur, de Una Casa Un Sueño, de la Asociación Cristiana de Dirigentes de 
Empresa, de la Asociación de Organizaciones No Gubernamentales, de la Comunión para el Desarrollo 
Social, de Aldeas Infantiles y de UNESCO. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Muchas gracias por habernos convocado para tratar este tema que, para 
nosotros, los integrantes de la sociedad civil, es de fundamental importancia, y creemos que también lo 
es para todo el país. En un momento que se cuestiona la ética y se colocan como superiores los valores 
económicos hablar de voluntariado -a cada rato se nos pregunta por qué se nos ocurre hablar de 
"voluntariado" en momentos en que en el país falta trabajo- es muy importante porque demuestra que 
eso es un valor para la sociedad y que tenemos obligación, tanto el Estado como la sociedad civil, de 
hacer lo posible para desarrollar ese concepto. 


Aparentemente en nuestro país no existe voluntariado, pero no es así. Algunos de los compañeros que han 
trabajado más directamente y desde el punto de vista técnico con encuestas e investigaciones podrán decir 
cuál es el número considerable de organizaciones -no solo las que estamos acá- que han trabajado en 
voluntariado. 


Por otra parte, en Uruguay siempre existió; es una actividad muy común pero invisible y, quizás, por esa 
característica, no es respetada. Es considerada como una actividad de señoras que no tienen nada que hacer y 
van a la Parroquia o a otro lugar a molestar a los niños que juegan en el patio, a poner flores, etcétera. 


Eso no es así. El trabajo voluntario es muy importante y en todos los países desarrollados se toma en 
consideración como parte del trabajo nacional. 


Creemos que a pesar de que ya existe es necesaria una legislación. Esta se precisa por varias razones. 
Primero, toda actividad reglada por ley tiene mayor facilidad para desarrollarse. Segundo, porque el trabajo 
que puede desarrollar la mayor parte de los voluntarios es muy similar al de un trabajador remunerado, 
entonces, puede crear alguna confusión. 


La Asociación opina que la legislación sobre voluntariado, que debe comprender determinados puntos que 
protejan a la institución a la que está prestando el servicio y al voluntario -que también está creciendo en ese 
trabajo-, tiene que abarcar una cantidad de ítems que en los proyectos presentados en el Parlamento algunas 
veces se contemplan y otras no. 


Creemos que en este país tenemos un déficit muy grande que es anterior -o más amplio- que el voluntariado. 
Las dos leyes sobre voluntariado refieren que este se desarrollará en una organización con personería 
jurídica, con actividad estable. Y, como todos sabemos, en Uruguay no existe ninguna reglamentación sobre 
asociaciones civiles, excepto el artículo 21 del Código Civil y un Decreto-Ley aprobado durante la dictadura 
que refiere a la policía de las asociaciones civiles. 


Nosotros estamos encaminados en este campo únicamente por una decisión administrativa del Ministerio de 
Educación y Cultura, concretamente la Dirección de Registros de Asociaciones Civiles que ha redactado un 
estatuto tipo, que nos da, más o menos, las normas. Creo que es muy interesante tomar los dos temas, porque 
ambos tienen gran importancia. Pienso que el voluntariado es un tema que debería estar incluido dentro de la 
regulación de la sociedad civil. 


Por otra parte, uno de los problemas que se tiene muchas veces en este país con el voluntariado es que las 
organizaciones e instituciones aceptan voluntarios. Y -vamos a decir la verdad-, con el problema de falta de 
trabajo que hay en este país, el voluntario entra con la intención de que conozcan su buena disposición y sus 
capacidades, a fin de terminar como funcionario o empleado remunerado. En el caso del Estado, más de una 
vez hemos visto problemas porque los voluntarios que ayudan en policlínicas o escuelas se sienten molestos 
cuando en un momento determinado se contratan personas para esas funciones. En el caso de las 
organizaciones civiles, directamente tenemos que ir al Ministerio y al Juzgado porque la gente dice: "Yo hago 
lo mismo y tengo derecho a sueldo, y no me lo han pagado". 


Por lo tanto, creo que es un tema que tiene la vertiente del interés nacional muy grande y las vertientes de 
encuadrarlo en determinados institutos y en determinada normativa que sea beneficiosa para la sociedad, para 
la institución que se beneficia de esos voluntarios y para el propio voluntario a quien, en todos los países que 
esto funciona, se le reconoce su función. 


SEÑORA PUGLIA.- Para nosotros es un gusto que nos hayan recibido, porque esta iniciativa tiene 
antecedentes desde el año 2001. Hay muchas instituciones que han estado trabajando en este tema y 


siguen haciéndolo; lo que hemos renovado es el interés y el compromiso de la actividad voluntaria. Más 
allá de las discusiones que traiga por todas las expresiones que tiene, desde el asistencialismo, la 
militancia, el compromiso personal y todo tipo de motivaciones que puede tener una persona, nosotros 
defendemos el principio de la participación ciudadana y que, a través de la actividad voluntaria, el 
ciudadano puede comprometerse solidariamente, más allá de que las motivaciones -insisto- sean 
políticas, religiosas o personales. Tendemos a que no hay una verdad única, no hay un consenso sobre 
una definición acabada de cuál es el máximo o el mínimo voluntario, pero la actividad voluntaria es 
una actividad solidaria, es una actitud humana que se aprende, no se nace con el gen y, por lo tanto, 
hay que fomentarla y proclamarla dentro de la educación. 


Creemos que la ley es una necesidad para fomentar y reconocer una actividad que hasta ahora fue 
exclusivamente anónima y que, como dijo María Helena, no ha sido reconocida en su justo valor, porque se 
asociaba solamente con tiempo libre, con ocio y con caridad. Pero también tiene una expresión altamente 
valorativa, calificada, personalizada, grupal, solidaria y otros alcances. Si sumáramos el Uruguay a los 
esfuerzos de los otros países que han votado leyes con respecto a esto, veríamos el gran beneficio que tendría 
toda la sociedad. Además, eso va a redundar en poder cuantificar el trabajo voluntario. ¿Cuánto redunda eso 
en un producto bruto interno? Un país moviliza enormemente horas de trabajo, regula la actividad y eso lo 
hace posible solamente la expresión de los gobiernos de facilitar la actividad. 


Hemos traído como aporte una fotocopia de un estudio comparativo de la situación del voluntariado en 
América Latina. En el mes de diciembre, Argentina votó el último antecedente de una ley. Un grupo de 
instituciones hemos conversado al respecto y nos interesa, fundamentalmente, que haya una ley. Ustedes son 
los legisladores, ustedes sabrán cuáles son las mejores fórmulas y formas pero, por sobre todas las cosas, 
precisamos una ley que nos regule, nos dé marco y nos posibilite seguir avanzando en este tema. 


SEÑOR LIMA.- Sin duda, nuestro aporte desde la sociedad civil no es homogéneo. Existe un sector de 
organizaciones sin fines de lucro que está creciendo en todo el mundo, fundamentalmente en la región. 
Está creciendo en función a la visión política de cada uno de los Estados. Vale decir que aquí, de alguna 
manera, no hay una fórmula para proponer. Simplemente, desde la sociedad civil vemos que hay una 
enorme necesidad de que exista un marco regulatorio para que esta actividad se pueda desarrollar con 
determinados parámetros legales. 


Cada sociedad se tendrá que dar a sí misma la ley que entienda necesario; esto es materia del legislador, de 
negociaciones y de interpretación de cada sociedad. Desde la sociedad civil nosotros planteamos a los 
legisladores -que son quienes finalmente deben dar forma a esto- que hay una enorme necesidad por la 
existencia de una norma que regule esta actividad. 


SEÑOR SELLANES.- Nadie puede dudar que la Asociación Cristiana de Jóvenes es un movimiento 
voluntario desde su esencia. Durante muchos años formó voluntarios internos para la propia 
organización y hace algún tiempo que viene formando voluntarios para trabajar afuera y para la 
sociedad. Es así que nos encontramos con un sinfín de problemas y es por ello que reivindicamos la 
necesidad de contar con una legislación, que es vital. 


Hemos visto que en comedores, merenderos y en pequeñas comunidades, la señora que se ofreció como 
voluntaria para cocinar -quien concurría diariamente a desarrollar sus tareas, cumpliendo un horario- un día 
se enojó con el directivo de la asociación civil, de la organización o con el Presidente del merendero y fue al 
BPS y al Ministerio y terminó generando una deuda brutal a esa organización que en algunos casos ha 
terminado desapareciendo. Muchas veces hubo que disolver cierta personería jurídica para formar otra. Todo 
esto sucedió por no contar con una legislación. Sucede que esa persona libre y voluntariamente hizo un 
acuerdo para hacer la merienda a los chicos, etcétera. 


La legislación de las asociaciones civiles es clara, pero a veces no se controla. Hay una gran cantidad de 
asociaciones civiles en las que el tesorero es como el administrador y cobra un sueldo medio camuflado 
dentro de la administración. Desde el punto de vista legal, no podría estar ocupando algún cargo rentado, 
pero a veces las necesidades barriales o comunitarias llevan a esta situación. Le insume mucho tiempo llevar 
las finanzas de un centro, comedor, CAIF, etcétera. Por tanto, creemos necesaria una legislación para 
diferenciar qué es ser voluntario y qué es ser rentado, y en qué momento uno puede ocupar cierta función. Al 


respecto, hay legislaciones de varios países, hay contratos, hay acuerdos de parte donde la sociedad civil 
junto con el voluntario hacen un acuerdo para concurrir por determinado tiempo a cierto lugar. Eso da 
garantías. Actualmente se podría instrumentar un contrato privado pero, cuando llega el momento de ir al 
Ministerio, eso no vale, y hay que pagar a esa persona durante todo el tiempo que estuvo trabajando. 


Otro tema que habría que incorporar en la legislación es el de la competencia que, en nuestro país, la tiene el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; tiene la competencia del voluntariado desde su esencia. A veces 
nos peleamos con el INAME porque dice: "Yo tengo la cantidad de voluntarios más grande del país porque 
tengo trescientas asociaciones civiles; como son siete personas por cada una, por lo tanto tengo tantos 
voluntarios". Desde el BPS se nos dice: "Yo tengo la mayor cantidad de voluntarios porque los clubes de 
abuelos que tengo son tantos y tengo tantos voluntarios en mi organización". Hay voluntarios, pero la 
competencia la tiene el propio Ministerio. En esto hay una contradicción porque ¿cómo el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social promueve voluntarios? 


Creemos fundamental la capacitación; en esto el Centro de Voluntariado del Uruguay tiene una experiencia 
fantástica a nivel de infancia. Nosotros tenemos experiencia en capacitación a nivel juvenil, con otros 
movimientos como los "Scouts". No se trata solo de ser voluntario y de estar dispuesto a dar una mano, sino 
que debe existir una cierta capacitación. La persona debe saber para qué va, conocer el entorno de la realidad 
donde se va a insertar y tener claro en qué quiere ser voluntario. Puede tener muy buena voluntad pero 
terminar entorpeciendo todo un proceso médico en algún caso si quiere ayudar a los enfermos o a los 
discapacitados, o en una comunidad, estropeando la labor que realizó un equipo de técnicos durante muchos 
años. También hay que analizar cómo se reglamenta el voluntariado. 


Nosotros también debemos tener capacitación para saber qué tipo de voluntarios recibimos. Digo esto porque 
a veces recibimos voluntarios para que hagan la mano de obra barata: se manda a la gente a limpiar los 
baños, a atender el teléfono, etcétera. Pero sucede que los voluntarios a veces quieren hacer otra cosa, que 
quieren dar un paso más, y se los destina como mensajeros, para sacar fotocopias. Nosotros sentimos que hay 
que jerarquizar la labor del voluntario que quiere dedicar su tiempo para sentirse productivo. 


SEÑORA BETTONI.- Quiero plantear el marco general en el que se desarrolla el tema de los 
voluntarios, que ha crecido mucho. Desde hace varios años nosotros hacemos investigaciones con los 
voluntarios y con las organizaciones de la sociedad civil. 


Se han efectuado varias encuestas de opinión pública sobre el tema y la última arroja el dato de que el 16% 
de la población estaría desarrollando actividades voluntarias. No necesariamente este porcentaje está inserto 
en alguna organización. Se pregunta si la gente desarrolla trabajo voluntario en forma permanente o 
esporádica en alguna organización, que puede ser una iglesia, una policlínica, un hospital, un colegio, un 
jardín de infantes o en alguna organización de la sociedad civil. El porcentaje se ha duplicado en los últimos 
años; en las encuestas anteriores era de un 7%, luego de un 14%, y ahora se ubica en un 16% -lo cual no es 
nada descartable. 


Dentro del ámbito de doscientos sesenta organizaciones -según nuestras investigaciones- existen siete mil 
voluntarios, en su mayoría mujeres. Indagamos sobre cómo ingresan esos voluntarios y cómo se manejan 
dentro de la institución, y uno de los problemas que plantearon casi todas las organizaciones fue la falta de 
capacidad para manejar a los voluntarios. En la mayoría de los casos no realizan ningún convenio o acuerdo 
previo, sino que la actividad se va llevando adelante a los ponchazos. Esto genera graves problemas internos 
y legales y los voluntarios se desmotivan porque brindan trabajo sin recibir nada a cambio y además no 
consiguen insertarse en la organización. Consideramos que es necesaria una legislación que respalde a las 
organizaciones y a los voluntarios. Esa tendencia no es única en nuestro país sino que ya hay otras en 
Argentina, Brasil, España; son varios los países que tienen legislación en la materia. Este tema también 
interesa a organismos internacionales. El coordinador general de voluntarios de las Naciones Unidas en 
Uruguay está promoviendo un encuentro que se va a realizar en mayo. Junto con los demás organizadores 
hemos estado hablando acerca de que ellos quieren que sea una oportunidad para tratar las distintas variantes 
del voluntariado y para ver cuáles son los temas importantes a incluir en una ley. Quiere decir que hay 
voluntad por parte de los organismos internacionales de que este tema se trate en Uruguay. 


SEÑOR BARRERA.- Agradezco la concurrencia de los invitados y los aportes que han brindado, que 
quedarán en la versión taquigráfica y serán un elemento indispensable cuando tengamos que legislar y 


tomar posición respecto al tema. 


Quiero hacer algunas reflexiones estrictamente personales y que tienen relación con aquello que es tan cierto 
y que dijo hace tanto tiempo Ortega y Gasset: "Yo soy yo y mi circunstancia". A veces las circunstancias que 
a uno le toca vivir son el inicio para analizar toda una temática. Les voy a contar un episodio que me ocurrió 
hace poco tiempo y que tiene que ver con una de las variantes del trabajo social. Resulta que una 
organización me pide una entrevista y yo accedo a dársela, como lo he hecho con varios de ustedes, a quienes 
en algunos casos los he atendido y en otros los he llamado para conversar de temas que tienen que ver con la 
sociedad. Un grupo de personas me llamó por teléfono para decirme que tenía una propuesta para solucionar 
el tema del desempleo en Uruguay; vino a mi despacho, estuvo conmigo y me planteó generalidades, como 
que tenía propuestas concretas para desempeñar una tarea importante en una zona de Montevideo y eso iba a 
traer como consecuencia un aumento en el empleo. Más allá de lo irrisorio de la propuesta -siempre hay 
propuestas serias y propuestas irrisorias- luego me entero de que ese grupo creó una ONG que cobraba por su 
afiliación a un conjunto de personas con el objetivo de recaudar fondos para después proveerles trabajo. 
Evidentemente, cuando uno ve esa situación la primera cosa que se pone a pensar es: ¡vaya si hay un punto 
clave en una experiencia personal para comenzar a legislar en términos generales! En este caso se supo lo que 
hacía esta organización -hice la denuncia penal correspondiente- pero ¿no habrá en Montevideo más 
organizaciones que estén actuando al amparo de la ausencia de legislación con respecto a este tema? 


Quiero quedarme con las palabras del señor Sellanes y ratificar la importancia de recaudación de fondos, 
contralor, transparencia, cristalinidad y garantía en el manejo de la recaudación. Eso hace a la garantía de 
todos los ciudadanos y de los que de pronto quieren hacer una cooperación. Yo coopero con varias 
organizaciones y hago aportes, no como legislador, sino a título personal. Sería bueno que la sociedad -no 
solamente los que cooperan- pudiera tener reglas de juego claras y transparentes respecto al manejo de los 
fondos que se dan en Uruguay y que a veces provienen del exterior. Creo que la legislación tiene que ser muy 
rígida respecto a ese tema. Perdónenme que plantee un aspecto personal, pero tal vez si no me hubiera tocado 
vivir esa circunstancia no hubiera dedicado tanto estudio y trabajo a este tema. 


Sería muy importante definir cuándo uno es trabajador y tiene que aportar al BPS y cuándo debe legislarse su 
actuación como voluntario. Además, hay que definir con claridad qué es ser voluntario y qué rentado, y quién 
debe tener la competencia y las variantes del voluntariado. Pero quiero compartir con ustedes una apreciación 
a la que voy a poner especial hincapié. Me refiero a definir claramente el manejo de fondos, la transparencia, 
la cristalinidad y el control. Así como las generalizaciones son injustas, muchas de estas circunstancias hacen 
que al que le ha tocado ser víctima no quiera colaborar. A veces se puede castigar injustamente al que trabaja 
en serio -como en toda actividad-, al que hace un aporte, al que es profesional y cumple la normativa, por 
algunos incumplimientos. Me parece que en ese tema la legislación debe ser muy clara. 


No quiero debatir sino realizar una reflexión. Particularmente, tengo especial interés en que cuando 
discutamos este tema, el asunto monetario, los aportes y la recaudación queden bien claros para garantía de 
los que trabajan y aportan honestamente y para combatir en materia civil y penal a aquellas personas que 
estafan la ilusión de mucha gente. 


SEÑORA PERCOVICH.- Agradezco la precisión de las intervenciones de quienes han hecho uso de la 
palabra, porque nos aporta la tipificación de los problemas que existen y que debemos atender en la 
legislación. 


Comparto totalmente lo que acaba de decir el señor Diputado Barrera en cuanto a la importancia del tema, 
pero quiero agregar algo que no se ha señalado y que es importante, porque se trata de problemas que hoy 
existen en el Estado uruguayo, que por suerte convenia mucho con las asociaciones civiles y organizaciones 
que incluyen voluntarios. Quiero aportar algo que no se dijo, pero que de pronto estaba implícito, y que tiene 
que ver con la inclusión del aspecto educativo de las organizaciones que trabajan en la promoción en general. 
Ahí se da una problemática, porque el Estado puede hacer transferencias para cumplir un servicio, pero hay 
una parte importante de la promoción educativa que a veces puede no quedar clara en el traslado de fondos 
del propio Estado, a pesar de que hay un aporte específico para la promoción y educación. No sé si ustedes 
han vivido ese tema, pero nosotros ya hemos tenido alguna discusión y es fruto de demandas. Me refiero, por 
ejemplo, al traslado de servicios concretos que debe realizar el Estado pero que los hace una organización, 
tarea por la que dedica un porcentaje importante a capacitación, promoción, etcétera. Agregaría ese tema a las 
prioridades y me gustaría saber si no han tenido problemas al respecto. Otro problema que hemos tenido y 


que se ha traído a la Comisión es el de las dificultades que tienen las organizaciones que hacen ese tipo de 
trabajo de promoción o que ofrecen servicios que convenian con el Estado, para ser reconocidas como 
organización de tipo cultural. Por esta razón el BPS no les exonera de los aportes que deben realizar o no se 
los disminuye -que son muy onerosos- lo cual encarece todavía más el costo del servicio que se está 
brindando. Me parece que ese es un tema para dejar en claro porque da para una discrecionalidad muy grande 
en la interpretación del BPS en cuanto a cuál es cultural y cuál no lo es. Esto es muy vago en la legislación 
uruguaya y creo que es uno de los grandes problemas que hay. 


Por otra parte, quisiera referirme al tema de las licitaciones, ya que la relación del Estado con las 
asociaciones civiles no está contemplada en el artículo 35 de las licitaciones, que es un tema que hemos 
discutido en la Comisión y que quizás habría que completar para tener en cuenta la realidad de hoy, de un 
Estado que trabaja con la participación de la sociedad civil para hacer más efectivos sus programas. Me 
gustaría que los señores invitados realizaran alguna reflexión al respecto. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- En nombre de la Asociación de ONG quiero decir al señor Diputado Barrera 
que nos llegó inmediatamente la denuncia referente al tema planteado por él. Nosotros quisimos hacer 
la denuncia para lograr que alguien de ese barrio fuera y pagara los $ 256 para poder llevarlo a la 
Justicia porque la gente está muy asustada. Pero no solo no pudimos hacer la denuncia, sino que 
tampoco pudimos hacer una cosa que en este mundo mediático tiene gran importancia, como acudir a 
los medios televisivos, ya que el tema salió por televisión en forma muy amplia, y el cronista interrogó a 
la supuesta Presidenta y a la supuesta Secretaria. Ese es uno de los problemas que tenemos al no contar 
con legislación clara sobre asociaciones civiles. 


Los temas mencionados por la señora Diputada Percovich son difíciles de resolver porque no hay legislación 
al respecto en el país, y si es así, algunos Entes Autónomos como el BPS consideran que las leyes no les 
obligan. Me estoy refiriendo, por ejemplo, al caso de instituciones culturales que tienen derecho -o no- a la 
exoneración de aportes patronales. Esta exoneración también se concede en el caso de impuestos nacionales y 
departamentales, como el impuesto de puerta que cobran las Intendencias. Esto, evidentemente, exigiría 
claridad, que tiene que ver con la realización de una contabilidad transparente y con la obligatoriedad -como 
lo establecen las leyes de la mayor parte de los países- de presentarla anualmente frente a una institución. 
Pero quien regula las asociaciones civiles y las fundaciones o es competente en este tema, en nuestro régimen 
jurídico, es una repartición mínima del Ministerio de Educación y Cultura, que no daría abasto. 


Por otro lado, quería agregar que como las grandes ONG reciben dinero del exterior están obligadas a estar 
auditadas, pero eso no corresponde para las pequeñas organizaciones que quizás son las que traen mayor 
riqueza e innovación en el trabajo de base, que en este momento es tan necesario. 


Con respecto a las licitaciones tenemos el problema de que no nos podemos inscribir en los registros de 
proveedores, excepto en el de la Intendencia Municipal de Montevideo, que luego de muchos años encontró 
la forma para que pudiéramos hacerlo, creando un registro especial, que no está incluido en el registro 
general de proveedores de la Intendencia. Pero en las demás instituciones no podemos entrar, por lo que 
muchas veces gran cantidad de ONG que son muy competentes como para presentarse a licitaciones, 
terminan constituyendo una empresa comercial para poder intervenir. Esos son algunos de los tantos puntos 
sobre los que se debería legislar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, deseo agradecer la visita de las diversas organizaciones y 
compartir la importancia de la necesidad de legislar sobre el voluntariado como sobre las distintas 
formas asociativas de las organizaciones no gubernamentales. Dicha importancia no es producto de 
una imaginación de inflación legal, sino de que en la sociedad uruguaya hay una reserva importante de 
movilización de recursos humanos y materiales en pos de fines que no son lucrativos y que tienen el 
objetivo de la defensa y promoción de determinados valores muy importantes para todos. 


Si nosotros reglamentamos, ya sea con los proyectos existentes o no -tenemos un comparativo, y si los 
señores visitantes no lo tienen se lo podemos entregar-, legislando conjunta o separadamente los temas de 
voluntariado y de asociaciones civiles, quisiera saber cuál es la contrapartida en la responsabilidad de esas 
organizaciones. Me gustaría saber si las organizaciones que promueven las voluntades estarían dispuestas a 
asumir, por ejemplo, el seguro de las personas que trabajan como voluntarios. También quisiera saber si las 


organizaciones estarían dispuestas a formar parte de un registro. Por otro lado, se debería establecer cómo se 
podría hacer la interfase con las empresas. Hago este planteo porque me imagino a un voluntario trabajando, 
por ejemplo, en un hospital público, pero se podría pensar en la presencia de voluntarios en instituciones 
privadas. Estoy diciendo esto porque desde este lado del mostrador tenemos que ver que la legislación 
apunte, avance y fortalezca una actividad que consideramos importante pero, al mismo tiempo, achique los 
espacios en situaciones como la planteada por el señor Diputado Barrera y comentaba la doctora María Elena 
Martínez. Tal vez cae por lo burda, pero hay cierto grado de sofisticación que a veces es producto de la mala 
legislación. Entonces, se busca la forma de crear dos ONG cruzadas y de no cobrar en una pero en la otra sí. 
Esto es producto de la legislación, pero a veces lo es de la propia imaginación para generar situaciones que 
no tienen nada que ver con el voluntariado bien entendido o con la asociación civil sin fines de lucro. 


Por tanto, quisiera saber cuál es la lógica que debería asegurar que se achiquen la mayor cantidad posible de 
espacios de tergiversación de una legislación. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Quiero agregar algo sobre el seminario que se va a realizar en el mes de mayo, 
conjuntamente con el PNUD y la Asociación Nacional de ONG-ANONG. La organización de 
voluntarios de las Naciones Unidas ha prometido traernos un informe general acerca de la legislación 
que existe en el mundo. Obviamente, nosotros hemos conseguido legislaciones de países que son 
desarrollados. 


Por otro lado, en dicho seminario se va a dar una discusión a fondo referente a qué cosas se pueden dar. Digo 
esto porque cuando hablamos de seguros pensamos en el BPS, pero el Banco de Seguros, aparentemente, está 
admitiendo la posibilidad de ofrecer un seguro especial de accidentes. Porque si uno manda un voluntario a 
trabajar como cadete a un grupo, y se lastima, eso tiene que estar previsto y regulado. Asimismo, si uno 
manda a una persona a trabajar en una comunidad del Cerro, hay que pagarle locomoción y darle algún 
dinero para que coma y eso no es salario. 


En el seminario titulado "Aportes a un proyecto de legislación" pueden aparecer puntos que tal vez a nosotros 
todavía no se nos hayan ocurrido. Ese seminario puede ser muy rico; aún no tenemos la fecha, pero por 
supuesto que ya están todos convocados. 


SEÑOR LIMA.- Quiero aclarar que cuando hablamos de voluntariado, implícitamente estamos 
abriendo nuestro pensamiento a la legislación internacional. Además, estamos refiriéndonos a asuntos 
que necesariamente tenemos que asumir como, por ejemplo, un seguro, el pago de gastos de 
locomoción, etcétera. Pero si asumimos eso sin un marco legal, terminamos frente a un auditor, 
pagándole a una persona que no es empleado por determinadas tareas, y eso es materia legal para 
algún abogado al que, de alguna manera, le sirva vivir de estas cosas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra visita y seguiremos trabajando en este tema que a todos 
nos importa. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


